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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Edgardo Ortuño. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Diego Cánepa, Luis 
Alberto Lacalle Pou, Jorge Mutio, Nelson Rodríguez Servetto, Jorge Zás Fernández. 


DELEGADO 

DE Señor Representante Iván Posada. 

SECTOR: 

INVITADOS: Señor Presidente de la Liga de Defensa Comercial, Víctor H. Abzaradel, Gerente doctor 
Camilo Martínez y doctores Laura Patrón y Fernando Cabrera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ortuño).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene mucho gusto en recibir a 
una delegación de la Liga de Defensa Comercial, integrada por el señor Víctor Abzaradel, Presidente, el 
doctor Camilo Martínez, Gerente, el doctor Fernando Cabrera y la doctora Laura Patrón. 


Los hemos invitado para conocer su opinión sobre el proyecto de ley de declaración judicial del concurso y 
reorganización empresarial. La Comisión está en una primera etapa de análisis, consultando a operadores y a 
distintos actores que nos pueden enriquecer con sus puntos de vista en el proceso de elaboración de la ley. 


SEÑOR ABZARADEL.- Agradecemos la invitación; es un gusto estar aquí. 


En este momento estamos en pleno festejo de los 95 años de la Liga de Defensa Comercial. Como sabrán, 
esta Liga surgió por los conflictos que había a principios del siglo pasado. Su trayectoria apunta a la 
cristalinidad en los cumplimientos de los compromisos de compra-venta. La Liga de Defensa Comercial es 
una entidad que no es sectorial y que trabaja sin fines de lucro. En el Consejo Directivo hay empresas 


comerciales, industriales, de servicios, bancos. El abanico de socios y de consejeros abarca todo el espectro 
comercial posible. 


En este momento soy Presidente de la Liga y estoy por la firma Erracor S.A. Me acompañan tres 
profesionales de la Liga y profesores de cátedra -el único que no da cátedra soy yo-: el doctor Camilo 
Martínez, nuestro Gerente General, la doctor Laura Patrón y el doctor Fernando Cabrera. A ellos tendrán que 
hacerles las consultas del caso. Estamos a las órdenes para cualquier aclaración. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Desde hace no menos de un año y medio la Liga de Defensa Comercial viene 
tratando el tema de la reforma concursal y hemos asistido a todas las convocatorias del Poder 
Ejecutivo a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas, a efectos de dar nuestra opinión en la 
materia. 


Desde este punto de vista, venimos a decir al Parlamento que estamos alineados con esta reforma concursal 
porque en la etapa de elaboración se han recogido y consagrado muchos de los puntos que habíamos 
propuesto. Esto es, en nuestra opinión, aprovechar el momento que vive la plaza. Es muy difícil sancionar 
leyes al grito cuando se trata de situaciones en las que hay una demanda de mejoras de las propuestas 
concursales, porque todos los días se recurre a ese mecanismo. Es difícil guardar la abstracción y la 
ecuanimidad que se aconseja en estos casos. Si miramos hacia atrás, veremos que todas las leyes en materia 
concursal fueron dictadas en momentos de gran presión de la plaza. La primera ley de concordato, de 1893, 
surgió a raíz de la quiebra de un banco y de un Parlamento alineado en buscar una solución al tema puntual. 
No me refiero a una solución de carácter general para todas las situaciones de concordato, sino para ese tema 
principal que llamaba la atención. Lo mismo sucedió en la reforma de 1916, en la que intervino la Liga. En 
1926 el Parlamento acoge un anteproyecto que había nacido en la Liga, que era el del concordato privado. 
Luego, en 2001, se sanciona la Ley N* 17.292, y se acogen unas veinte disposiciones en materia concursal 
que han dado muy buen resultado. Digo que han dado un buen resultado porque desde el año 2001 hasta la 
fecha pasamos la crisis de 2002 procesando todo este tipo de situaciones. En estos casos se estaba 
sancionando disposiciones legales que, de alguna forma, atendían al caso particular que estaba planteado en 
el entorno del Palacio Legislativo. 


Por eso es que hoy podemos decir que si se buscan momentos ideales para sancionar leyes de este tipo, este 
podría ser uno de ellos porque hay un número muy bajo de concordatos presentados. Partimos de 224 
concordatos que se tramitaron en el año 2002 durante la crisis. El año pasado cerró con 17 concordatos. Y es 
posible que este año la cantidad sea menor. Además, estos concordatos no tienen mayor repercusión- para los 
damnificados, indudablemente, no hay concordatos chicos-, están en un momento óptimo -si se me permite 
utilizar esa palabra- para describir un escenario en el cual se pueda sancionar una ley. Desde ese punto de 
vista, tenemos que aprovechar esta situación. 


Quisiera hacer un par de referencias. Si bien nosotros entendemos que el proyecto es bueno, que ha sido 
estudiado a fondo y que se ha dado participación a una serie de personas interesadas en esta materia, hay 
algunas cosas que no han sido bien interpretadas o no han sido tomadas en su integridad. 


Se trata de un proyecto en el cual han intervenido varias manos, y hay algunos temas menores de remisiones, 
de tergiversaciones en algún tipo de términos. Pero a nosotros lo que nos llama más la atención desde ese 
punto de vista -y lo decimos- es que se busca encontrar una solución a un tema que data desde hace mucho 
tiempo, aun cuando el escenario ha cambiado mucho desde el año 2001 a la fecha. 


La Ley N* 17.292 verdaderamente ha cambiado el relacionamiento del Estado con el sistema concursal. Hubo 
tres o cuatro puntos que fueron dignos de destacar y que de alguna forma se tendría que atender también en 
esta reforma. Uno de ellos refiere a la especialización de la Justicia concursal. Eso permitió la especialización 
de la Justicia concursal, que fue un tema que costó mucho introducir. A veces los problemas de las soberanías 
departamentales hace pensar que el Juez de la esquina va a atender mejor que un Juez especializado en esta 
materia. ¡Cuidado! La creación de la Justicia especializada en esta materia, los Juzgados Letrados de 
Concursos permitieron que cada damnificado o involucrado en un tema concursal tuviera su día ante el 
Tribunal. Este no es un tema menor, bien resuelto o mal resuelto; en definitiva, nadie puede decir que no tuvo 
su instancia procesal en esta materia. Los 224 contratos tramitados en el año 2002, con toda la crisis en la 
puerta, permitieron a estos Tribunales impartir justicia, compartida, o no, la resolución final; pero no hubo 


dilatorias, ni situaciones de escurrir el bulto, como muchas veces se daba cuando no existía la jurisdicción 
especializada. 


Se trata de temas muy complejos. Procesar la crisis de una empresa no es atender solamente una relación 
conflictiva entre dos partes, sino que además hay muchos involucrados en el medio. La prueba del nueve de 
estos tribunales fue la crisis del año 2002. 


Lo que se conoció como las enmiendas concursales de la reforma de la Ley N* 17.292 permitió achicar los 
plazos de resolución, a favor o en contra, con salida o sin salida, pero con una definición de crisis que si no se 
prolongaba más allá de los tiempos. Esto es una muy buena cosa que se logra a través de disposiciones como 
que la moratoria provisional no puede durar más de un año, o sancionar conductas dilatorias, muchas veces 
de deudores que lo único que pretendían era dilatar una definición. 


La introducción de este marco temporal permitió que los concordatos tuvieran una definición y también que 
las quiebras se pudieran procesar de una forma bastante más rápida de lo que tradicionalmente se daba en el 
país. 


En esta materia podemos hablar con suficiente propiedad pues hemos sido síndicos en quiebras importantes e 
interventores en concordatos también importantes. Hemos tenido la satisfacción como síndicos de que se 
hayan procesado en forma bastante rápida -para los tiempos que se manejan en materia concursal-, por 
ejemplo, créditos de las partes más sensibles en esta materia, como son los laborales. Hemos intervenido en 
la situación de Sudamtex, de FUNSA y del sanatorio Larghero. Por intermedio de la actuación de la Liga 
como síndico se ha permitido que solamente en esos tres casos cobraran más de mil trabajadores, en los 
términos que efectivamente corresponden, con la rapidez del caso y, además, sin asistir a pujas entre los 
sectores de los propios acreedores trabajadores. En ese caso, la sindicatura se ha erigido como un fiel de 
balanza que ha permitido que sectores de acreedores trabajadores, que a veces estaban enfrentados entre ellos 
por salir más rápido a tratar de conseguir algún tipo de garantía para poder cobrar su crédito, lleguen a 
soluciones unánimemente reconocidas. También actuando como interventores hemos logrado hacer de fiel de 
balanza en muchos casos. Ni toda la razón la tienen los acreedores -que nosotros representamos-, ni todo lo 
malo está del lado del deudor, que muchas veces llega a esa situación de crisis a través de cosas que no son 
queridas, no por conductas negativas sino por el simple "alea" del comercio. En el comercio se gana, se 
empata y se pierde; esta es una de las principales reglas que hay que tener presente. 


Entonces, no se puede estar en una situación eterna, al amparo de una moratoria provisional, que impide las 
ejecuciones individuales y que, además, impide -con toda razón- la canibalización de una unidad productiva. 
Encubierto con esto, no se puede hacer competencia desleal. En muchos casos, al prolongar este tipo de 
situaciones lo que se hace es mantener una fuente de salario artificial para los principales de la empresa, para 
los titulares, porque se deja de sostener una empresa autosustentable. 


Desde ese punto de vista, ante este tipo de situaciones -en muchos de los casos hemos operado como salida 
para planteos de soluciones a empresas endeudadas; los casos de soluciones son los menos-, nosotros hemos 
propiciado la venta en bloque de la empresa, tal como lo recoge el proyecto; para nosotros este es un punto 
esencial. Si este proyecto tiene algunos puntos destacables, algunas fortalezas, uno de ellos es la posibilidad 
de la venta en bloque de la unidad productiva, sin tener que pasar por su canibalización. Además, de esta 
forma se respetaría a la empresa; no sucedería lo mismo con el empresario, quien muchas veces fue el que 
llevó a ese tipo de situaciones. Cuando hay que tomar una opción, se decide preservar la unidad productiva. 


Por otra parte, así como destacamos estas fortalezas, hay otros puntos sobre los que nos gustaría dejar sentada 
algún tipo de solución, porque entendemos que no están totalmente resueltos; por las presentaciones previas a 
las que asistimos, suponemos que ese será el trabajo que hará la Comisión. Precisamente, el doctor Cabrera 
va a referirse a uno de los temas que nos parece importante. 


SEÑOR CABRERA.- Uno de los puntos que surge de la exposición de motivos y que tiene que ver con 
lo que se busca con este proyecto, es la unificación y la simplificación de los procedimientos concursales 
en el país. Recordemos que hoy día tenemos un procedimiento para el deudor civil, otro para las 
sociedades anónimas, otro para todas las sociedades -excepto la anónima- y para el comerciante 
individual. A su vez, esto se divide en concordato, liquidación judicial o quiebra. Esto, sumado a la 


moratoria judicial de sociedades anónimas, llevaba a que hubieran once o doce procedimientos 
diferentes. 


Es muy buena la intención del proyecto de simplificar los procedimientos, pero creemos que le faltó dar un 
paso más. Nos parece que esta iniciativa es limitada, porque hace una distinción en todos los procedimientos 
de las sociedades -comerciante individual, actividad empresarial-, pero deja afuera lo relativo al deudor civil. 
En uno de los primeros artículos del proyecto se establece que el deudor civil se va a seguir rigiendo por el 
concurso del Código General del Proceso. Esto genera diferentes problemas. Por un lado, ocasiona un 
problema terminológico, ya que tendríamos el concurso de las actividades empresariales establecido en el 
proyecto y el concurso -se llamaría igual- del Código General del Proceso, con regulaciones diferentes. A su 
vez, esto llevaría a la existencia de zonas grises con respecto a dónde se va a situar determinado sujeto, 
porque ¿podrá ampararse en el régimen del CGP o en el nuevo régimen establecido en el proyecto de reforma 
concursal? En cada caso tendrá diferentes mayorías, diferentes procedimientos y síndicos con distintas 
capacidades. Probablemente, asistamos a deudores que digan que pertenecen al CGP, y eso no sea tan claro. 
Es decir que estas son zonas grises. 


Asimismo, nos preguntamos ¿qué pasará con el productor rural? Asistimos a un trabajo de la doctora Nuri 
Rodríguez, en el que plantea toda una serie de cuestionamientos; la combinación del capital y del trabajo 
daría la definición de la empresa y haría caer a ese productor rural en el régimen de la reforma concursal. 


Entendemos que una solución muy sencilla sería incluir a todos los procedimientos en la nueva norma, 
derogando el CGP y estableciendo la distinción, que hoy se hace en el texto del proyecto, entre los concursos 
y los pequeños concursos. Inclusive, en todas las instancias previas organizadas por el Ministerio de 
Economía y Finanzas, los redactores del proyecto, doctores Ricardo Olivera e Israel Creimer, manifestaron 
que estaban de acuerdo con la necesidad de unificar todo esto en un solo cuerpo normativo. Esta es una de las 
observaciones que nos merece el proyecto. 


Por otra parte, en la Liga de Defensa Comercial hemos trabajado intensamente en esta iniciativa. El primer 
proyecto se presentó en los años 1998-1999; después se retomó, y en 2006 se presentó básicamente la misma 
iniciativa, salvo algunas modificaciones. Precisamente, algunas de estas modificaciones surgieron a instancia 
de la Liga como, por ejemplo, la incorporación del acuerdo privado de reorganización, que figura en el 
artículo 214 del proyecto. En definitiva, este acuerdo privado de reorganización viene a retomar lo que hoy es 
el concordato privado, establecido en la Ley N* 8.045, de 1926. La práctica de nuestro país demuestra que 
esta es una figura muy usada. Lo que ocurre actualmente es que el deudor se presenta, obtiene la admisión de 
un concordato preventivo judicial y, amparado en esa moratoria que impide que le promuevan juicios, sale a 
buscar adhesiones a un acuerdo. Ese acuerdo podrá ser un preventivo extrajudicial o privado. El acuerdo 
privado tiene la particularidad de que si no hay oposiciones de los acreedores, se puede llegar a una 
conclusión con la mera protocolización por parte de un escribano y ser obligatorio para todos los acreedores, 
sin pasar por el Juzgado. Esto ha funcionado en la realidad y llevó a que hiciéramos la sugerencia de que eso 
debía ser respetado y recogido en la reforma. Tanto es así que en el proyecto se incluye pero, para nuestra 
sorpresa, se lo limita en su aspecto temporal, ya que se establece que solamente procederá antes de la 
declaración judicial del concurso. No vemos la utilidad de que solo sea antes; entendemos que debería ser 
antes o durante el procedimiento. 


Dentro de este Capítulo, la Liga también había hecho toda una serie de sugerencias vinculadas a la necesidad 
de proteger los intereses de los acreedores. En la práctica concursal de nuestro país, también asistimos a que 
los concordatos que proponen los deudores son de muy pocos renglones -diez, doce o quince- y con fórmulas 
de pago bastante complejas, cuya exigibilidad depende de la homologación del acuerdo, de la 
protocolización, si no hubiera oposiciones. Todo eso significa que no existen cláusulas de salvaguarda para 
los acreedores en caso de incumplimiento, y es lo que motiva que la Liga haya propuesto una serie de pautas, 
las que siempre tratamos de establecer, precisamente, en salvaguarda de los intereses de los acreedores. 
¿Cuáles son? Habíamos redactado una serie de sugerencias -si la Comisión lo entiende necesario, se las 
podemos hacer llegar- que establecían la necesidad de que en el concordato se fijara la fecha cierta en que se 
iniciaran los pagos. 


El momento en el que el deudor va a tener la capacidad para hacer frente a esas obligaciones va a depender 
de un fenómeno económico. Hoy la ciencia contable, por medio de los flujos de fondo, puede decir: "Este 
sujeto o esta sociedad va a tener flujo para pagar a partir de tal fecha". Lo lógico sería que el acuerdo se 


respetara y que se hiciera en función de esa fecha determinada con elementos técnicos. No es lo que ocurre. 
Actualmente, el deudor lo hace depender de la homologación del acuerdo, y este es un concepto jurídico que 
va mucho más allá de la realidad económica. Hay veces que los trámites, debido a las oposiciones que pueda 
hacer algún acreedor, llevan uno o dos años -si contamos las apelaciones y demás-, tiempo en el que ningún 
acreedor puede exigir el pago -porque ese acuerdo no es exigible-, pero el deudor sigue comerciando, sigue 
haciendo caja, pero no cumple con sus obligaciones. Esto no solo es perjudicial para el acreedor sino que 
también es una competencia desleal para los demás actores de la vida comercial, que sí son buenos 
cumplidores de sus obligaciones. 


Otro de los puntos a los que la Liga hace especial referencia es a la necesidad de que exista una 
centralización en los pagos; es decir que las cuotas concordatarias, si se tienen que pagar por cuotas de 
amortización, sean realizadas en lo de un tercero imparcial, ajeno al propio deudor, de manera centralizada. 
Por lo tanto, si este deudor no paga, no deposita todo el monto de la cuota concordataria, habrá incumplido su 
acuerdo. Esto tiene mucha importancia con lo que sucede actualmente. Hoy nos encontramos con que el 
deudor paga en su propia empresa o en lo de su profesional, lo que lleva a que el acreedor tenga que ir en 
reiteradas ocasiones a reclamar, a tratar de cobrar, y si el pago no se produce, a lo sumo podrá reclamar e 
iniciar las intimaciones por su cuota ava parte. El deudor va a pagar esta cuota ava parte que le reclama este 
acreedor, pero puede dejar incumplido el resto de la cuota. Eso es lo que lleva a que en muchos ámbitos se 
diga que la ausencia de normas del control del cumplimiento de los concordatos induce a que el deudor pague 
como quiera, cuando quiera y al que quiera. Entendemos que esta es una muy buena ocasión para tratar de 
corregir esas anomalías. 


No quiero abundar más en este tema. Reitero que están a vuestra disposición las cinco o seis sugerencias que 
tenemos en ese sentido, pero entendemos que aportarán a la cristalinidad del cumplimiento del acuerdo. 


SEÑORA PATRÓN.- Otro punto del proyecto concursal que nos parece bueno y que queremos 
destacar es la justicia especializada que -como ya adelantó el doctor Martínez- fue muy positiva a 
partir de su creación por la Ley N” 17.292. 


Como adelantó el doctor Martínez, la creación de estos Juzgados Concursales permitió el tratamiento de más 
de doscientos concordatos presentados en el año 2002, a muy pocos meses de haber comenzado a funcionar. 
Eso no solo fue positivo sino que, además, resultó mucho más rápido el tratamiento de los procesos 
concursales. 


El proyecto concursal continúa con esta línea de la justicia especializada, es decir, del Juzgado Nacional de 
Concursos, dejando los pequeños concursos para los Juzgados Letrados del interior. Estos últimos continúan 
entendiendo pero en los concursos pequeños aunque, en realidad, por el monto tampoco son tan pequeños. 


Creemos que sería un avance que la segunda instancia de esos Juzgados Letrados del interior fueran los 
Juzgados Concursales Nacionales. De esta manera, continúan con la especialización de la materia concursal, 
unificando los criterios y dando la importancia que estos asuntos requieren. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Los compañeros hicieron referencia a una serie de puntos cuya consagración no 
está alineada con lo que recomienda la práctica. 


Un tema muy importante que este proyecto resuelve es el de la tempestividad de las presentaciones. 
Generalmente se recurre a un procedimiento concursal cuando la situación ya tiene un deterioro tan grande 
que es imposible reconstruir la unidad productiva; la situación ha llegado a todos los niveles de la empresa y 
es imposible reorganizarla y encontrar soluciones. Es por eso que uno de los puntos más importantes es 
encontrar el momento justo para hacer la presentación. 


El proyecto -en ese aspecto está muy bien- no deja librado solamente al deudor a presentarse a concordato 
sino que hace que los propios acreedores puedan inducir a esa situación. 


Esto requiere de algunos comentarios. ¿Por qué? Porque las salidas concursales son penosas. En muchos de 
los casos, no son soluciones fáciles; son soluciones de sacrificio que exigen una "endurance" por parte del 
empresario que se pone al hombro a esa empresa cuestionada, con problemas, en estado crítico para sacarla 
adelante. Quiere decir que también se requiere de un empresario que siga adelante, o sea que no alcanza 


solamente con los acreedores que dicen: usted está en una situación de deterioro, la empresa tiene problemas, 
preséntese a concordato. Eso está muy bien, pero ¿quién va a sacar a la empresa adelante si el titular no está 
convencido de que va a tener que hacerlo con su fuerza, con sacrificio propio, con sacrificio de su entorno, 
con sacrificio familiar y, en muchos de los casos, no viendo la orilla hasta que ha avanzado bastante porque el 
poder de recuperación no siempre es igual? Quiere decir que uno de los puntos es encontrar cuál es el 
momento justo para presentar el concordato y no asistir después a lo que se llaman quiebras disfrazadas. Esas 
son quiebras en las que la situación de deterioro es total; si tengo uno para pagar cien no voy a poder pagar: 
eso es lo que sucede en la gran mayoría de las situaciones. 


La Liga de Defensa Comercial es el único registro que existe de quiebras y concordatos -ni siquiera el Poder 
Judicial lo tiene-, que fue establecido en el año 1915. Nosotros seguimos día a día las evoluciones de esos 
concordatos. Cuando entramos a analizar las quiebras, vemos las grandes dificultades que existen para 
encontrar el momento óptimo de la presentación. Además, el concordato tiene mala prensa, no es una 
situación gloriosa por la que se pueda exhibir a un empresario; no es un logro. Entonces, hay que encontrar el 
momento óptimo para hacerlo. El proyecto de ley dice que si no lo hace el deudor, lo pueden hacer los 
acreedores. Pero que lo puedan hacer los acreedores requiere analizar bien la temática de las presunciones 
absolutas y las relativas. Digo esto porque es posible que en muchos de los casos tengamos que dilucidar un 
proceso de conocimiento y que estemos durante uno o dos años peléandonos entre un deudor que dice que 
todavía tiene resto y acreedores que dicen que no lo tiene y que el empresario está en una situación de 
deterioro irreversible, para recién poder llegar a una definición judicial posterior. Deben recordar que 
actualmente nuestro procedimiento de cesación de pagos marca que alcanza con que un empresario o una 
persona que desempeña el comercio incumpla una obligación -una sola- para considerarlo en estado de 
cesación de pagos. Para poder decretar la quiebra alcanza con que haya sido demandado en un juicio 
ejecutivo y que no haya opuesto excepciones. Por $ 3.000 o por $ 5.000 puede ser decretada la quiebra. 
Entonces ¿por qué no somos un poco más audaces con respecto a las presunciones? Si con una sola hoy 
alcanza para poderlo hacer ¿por qué vamos a generar como presunción relativa y no como presunción 
absoluta situaciones, por ejemplo, en las que un empresario esté atrasado un año en el pago de las 
obligaciones fiscales o que no haya pagado a sus trabajadores durante seis meses? 


Creo que hay que trabajar más en este tema. ¿Por qué? Nosotros planteamos la detección tempestiva de 
insolvencia, que es un procedimiento entre informativo y concursal. Decimos: "¿Por qué el acreedor no 
puede pedir la quiebra de su deudor?" No puede hacerlo porque muchas veces desconoce la realidad de la 
empresa; conoce la empresa puertas afuera pero desconoce su interna. En ese momento intentamos aplicar el 
"early warning", es decir, alerta temprana. Ese es el punto: debemos encontrar el momento preciso en que la 
empresa todavía no se haya deteriorado de tal forma que sea irrecuperable, que sea invendible a terceros o 
que no tenga posibilidades de generar recursos genuinos para pagar sus obligaciones. 


Debemos hacer fundamental hincapié en encontrar las presunciones absolutas que marcan un deterioro de la 
empresa y decir: "Señor: usted está en esta situación, porque está acreditado con elementos objetivos". Las 
clausuras de las cuentas corrientes en el sistema de intermediación financiera, la clausura de las cuentas 
corrientes bancarias significan un elemento muchísimo más grave de lo que puede implicar hoy un juicio 
ejecutivo por $ 5.000, porque está implicando un deterioro en alguien que tendría que estar cuidando su 
imagen o sus medios de pagos a través del sistema. Esto es esencial y figura en los primeros artículos del 
proyecto que estudiará la Comisión. Pero reitero: hay algunas presunciones que figuran como relativas y que 
tendrían que ser absolutas. Además, si se dan las presunciones absolutas, no hay que entrar en un 
contradictorio porque no se sale tan fácilmente. 


Hay que decretar el concurso y luego dar otra posibilidad. ¿Por qué? Porque la situación es grave. Debemos 
ser exhaustivos. 


En este como en otros temas, descuente la Comisión la cooperación que podamos brindar, no solo académica 
sino práctica. Acá, más que nunca, la ley tiene que ir detrás de lo que marca la práctica; de lo contrario, podrá 
sancionarse una ley que luego no tendrá amparo o recurrencia práctica. 


Pido a la Comisión que utilice el "expertise" que tiene la institución en esta materia. Inclusive, nosotros 
tenemos una definición estatutaria en materia concursal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a solicitar que las propuestas concretas de modificación que han 
fundamentado nos las hagan llegar junto con el texto de los artículos de modo de analizarlos 
oportunamente. 


SEÑOR CÁNEPA.- Para nosotros es importante la opinión de la institución con más experiencia no 
solo práctica sino con ese "expertise'" en el régimen concursal en Uruguay. Creo que desde su 
fundación la Liga nace con una especialización particular en este tema. 


En la Comisión ya hemos recibido la visita de la Cátedra de Derecho Comercial de la Universidad de la 
República y de la Universidad Católica. Además, se da la particularidad de que quien ejerce hoy la Cátedra 
de Derecho Comercial en la Universidad Católica también es jueza de concurso y pudimos analizar en la 
práctica cómo ha funcionado la especialización concursal a partir de la Ley N* 17.292, máxime cuando se dio 
en una situación muy especial del país con quiebras, concordatos y moratorias muy particulares, que 
marcaron los titulares de los diarios de los últimos cuatro o cinco años. 


Como Diputados del Gobierno hemos trabajado con el Poder Ejecutivo en el formato de este proyecto de ley, 
a través de seminarios de consultas con todos los operadores y con el apoyo de tres grandes especialistas en 
la materia como los doctores Olivera, Creimer y Rippe. Además de estar de acuerdo en que esta es una 
reforma estructural muy importante, debo señalar que este es un tema muy vasto y complejo técnicamente y 
que los legisladores seremos los que determinemos el formato de la ley. En ese sentido, creo que fueron muy 
claros algunos planteos que se han venido repitiendo. Si bien se discutieron en su momento, creemos que hay 
que tenerlos en cuenta. No es para debatir, pero es importante que hayan recalcado la necesidad de 
aprovechar la oportunidad para hacer una unificación total del sistema concursal y no dejar en el Código 
General del Proceso la situación prevista para las personas físicas. Cuando unificamos las sociedades 
comerciales dejamos afuera otro tipo de concursos, y quizás en su momento debamos sopesar si no 
deberíamos aprovechar esta oportunidad para hacer una reforma integral y sistémica. Compartimos algunas 
de las apreciaciones en ese sentido. 


Quiero transmitir que en lo personal tengo una reticencia muy particular a legislar con respecto a 
presunciones absolutas en el Derecho, y no solo en el Derecho Comercial. En el Derecho Penal, sin duda, 
jamás pondría una presunción absoluta. Por suerte en el Derecho Penal ese es un tema absolutamente 
superado. Tengo una reticencia personal porque la presunción absoluta implica la objetivización de una 
conducta para que el Juez actúe de acuerdo con lo que el legislador deja plasmado en una norma de rango 
legal, en el sentido de determinar que una conducta no puede tener oportunidad de defensa en el momento en 
que es objetivamente cumplida. Este elemento nos hace crear una tensión entre dos conceptos que para 
nosotros son muy importantes. Me refiero a la celeridad y a las garantías que deben tener los procedimientos. 
La tensión entre esos dos conceptos nos va a guiar en la resolución del procedimiento. 


Nosotros compartimos el concepto de alerta temprana y la intención de esta ley de ir generando un cambio 
cultural importante en Uruguay. Como bien decían los doctores que nos visitan, cuando en Uruguay una 
empresa va a concordato, todos ven la etapa final y creen que la empresa está fundida. Ese es un dato de la 
realidad, no importa lo que esto valga jurídicamente. En realidad, esto es importante para los abogados, pero 
la imagen externa es que esa empresa está liquidada, y es muy complicado porque los operadores también 
terminan viendo eso. La alerta temprana debe ir hacia un proceso de cambio cultural muy importante en el 
mercado, de modo que no se generen problemas mayores. 


Ustedes creen que algunas presunciones relativas del artículo 4” deberían estar en las presunciones absolutas 
del artículo 5. Adelanto que después de escuchar a varios catedráticos y a los técnicos del Poder Ejecutivo, 
creo que para que funcione este nuevo sistema concursal es necesario que la alerta temprana tenga la 
posibilidad de tener presunciones absolutas; de lo contrario, sería muy complicado. A priori creemos que 
deberíamos acotar las situaciones muy particulares. Aquí no se citaron las presunciones absolutas de 
culpabilidad de la calificación de concurso del artículo 193 -aquí sí hay presunciones absolutas para la 
culpabilidad, más allá de dónde se ubica la calificación; hay otro debate más académico de por qué la 
calificación de si es culpable o fortuito aparece al final de la ley y no al principio-, y visto su opinión muy 
específica con respecto a las presunciones relativas o absolutas de insolvencia, que es el principio del tema, 
me gustaría saber si comparten la necesidad de tener presunciones absolutas de culpabilidad. Más allá de 
cómo se dé en la práctica, quiero saber si la opinión de la Liga de Defensa Comercial es que debe haber una 


categorización absoluta también de la culpabilidad para identificar la culpabilidad o no de la calificación en 
un concurso. 


Agradecemos la visita de la delegación de la Liga de Defensa Comercial. Seguramente tomemos en cuenta 
muchas de sus consideraciones. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- La posición del señor Diputado Cánepa abre varios frentes de discusión. Me 
estoy planteando la siguiente alternativa. ¿Hay presunción más absoluta de cesación de pagos -que hoy 
lleva a la quiebra-, que el hecho de no haber opuesto una excepción ante un juicio ejecutivo seguido 
por un cheque de $ 1.250. Aunque tenga todo el resto empresarial del mundo, alcanza con que no haya 
cubierto u honrado una obligación de este monto o de uno menor y no haya opuesto excepciones 
cuando fue requerido el pago para que se presuma la quiebra. Pero no da lugar a discusión: se 
presume la quiebra; se presume que esta persona está en estado de cesación de pago y se decreta la 
quiebra. Creo que otras presunciones que están aquí tienen mucha más fuerza que las de un 
documento comercial. Ese es uno de los temas: presunciones absolutas. 


Hace un momento decíamos que no se trata de detección tempestiva sino de decretar el concurso frente al 
acaecimiento de determinadas cosas. Cuando hablábamos de detección tempestiva, en un proyecto que 
trabajamos durante mucho tiempo, estábamos haciendo una mezcla de consecuencias concursales para una 
situación informativa. Por ejemplo, decíamos que cuando en nuestro país una empresa está actuando en la 
plaza, el proveedor, el contratante, el competidor no tienen información al respecto. En función de eso, un 
proyecto del año 1982 de los doctores Ferro Astray y Ricardo Olivera -que recogía una experiencia francesa, 
el "Informe Sudreau"-, ponía el pie en la información y establecía que si se da determinado tipo de indicios - 
ahí sí podemos hablar de indicios; acá no estamos diciendo que se va a decretar la quiebra; son indicios-, se 
puede plantear un expediente informativo. Se refería a que hubiera un juzgado en el que se pudiera presentar 
un expediente informativo diciendo, por ejemplo, "le suspendieron la cuenta corriente". Como saben, la 
suspensión de una cuenta corriente bancaria no necesariamente implica la muerte comercial; la empresa 
puede tener una cuenta corriente abierta en otro banco, y mientras honre la restante cuenta corriente no va a 
tener consecuencias. 


En definitiva, si se da determinado tipo de circunstancias, de indicios, puedo plantear un expediente 
informativo con la garantía de que, por ejemplo, no puedo incoar a alguien que haya adquirido un crédito por 
cesión de créditos. De lo contrario, se daría lugar a ventilar por esa vía inquinas entre competidores. ¿Esto es 
fruto real de una relación de comercialización correcta? Este acreedor, este proveedor, este trabajador -¿por 
qué no?-, puede plantear un expediente informativo sobre esta empresa. Ese expediente informativo, 
mediante un peritaje, puede llegar a dar la situación de la empresa. Esto, que aparece como única 
manifestación -si es la única manifestación-, no afecta las posibilidades de pago de la empresa y de honrar 
sus obligaciones. En cambio, lo más seguro es que esto sea la punta del iceberg de una situación de deterioro 
mucho mayor. Entonces, ahí sería bueno generar un plazo de diez, quince o veinte días para que se presente y 
abra el concurso. Y si no abre el concurso por las buenas, lo tendrá que abrir por las malas. Es decir que va a 
tener la posibilidad de abrirlo por las buenas pero, si no lo puede o quiere hacer, se decretará la quiebra, el 
concurso necesario, o como se le quiera llamar. Ese es un mecanismo diferente al que estamos considerando. 
Aquí estamos hablando de presunciones, de presunciones absolutas y de presunciones relativas. Y cuando 
hablamos de presunciones, nos referimos a decretar la apertura del concurso. En esta materia es donde yo 
creo que tenemos que ver qué sucede hoy en la práctica, y no tener miedo de ese tipo de situaciones. Si hoy, 
como dije, con un título valor de escaso monto puedo decretar la quiebra del librador que no ha cumplido, 
¿por qué voy a tener miedo de que se abra un expediente concursal si el deterioro es mucho mayor de lo que 
aparece? Entiendo que este es uno de los temas que la Comisión deberá definir, pero téngase en cuenta cuál 
es la situación hoy y cuál es la situación que plantea este proyecto. 


Indudablemente, esta iniciativa está mejorando las posibilidades al permitir que los acreedores puedan incitar 
el concurso. Hoy, el acreedor lo único que puede hacer es mandar a ese deudor a la quiebra -el aforismo es: si 
puede lo más, puede lo menos-, pero no puede dar la apertura del concordato. Entonces, es ahí donde 
tenemos que actuar. Si puede pedir la quiebra con mucho menos fuerza de la que aquí está establecida, ¿por 
qué vamos a generar una instancia de contradictorios en la cual va a ser muy difícil que este tipo de 
situaciones tenga una resolución rápida? A nuestro modo de ver, hay que actuar en esta materia, más aún 
porque se está trabajando sobre expectativas. Pero también tengan presente que en todas partes se quejan de 
este tipo de procedimientos. Lo que sucede es que en este tipo de procedimientos se depositan expectativas 


que no son las de la ley. La ley no va a solucionar el problema, no va a trasmutar una empresa no viable en 
viable; no lo va a hacer la ley, ni el mejor Poder Judicial que tengamos. Desde ese punto de vista, tenemos 
que ser medidos en cuanto a las expectativas de lo que podemos pretender que haga la ley, así como también 
tenemos que ser medidos con respecto a las expectativas que vamos a pedir a los Jueces o a los propios 
actores en todo este tipo de procedimientos. De lo contrario, nos vamos a encontrar con que si las 
expectativas que se generan son mayores, el fracaso que pueda acarrear este tipo de procedimientos de 
quiebra va a ser mayor. Desde 1643, cuando las ordenanzas de Colbert, ya se quejaban en las Cortes 
francesas de que las quiebras no servían para nada, de que no iban a dar solución al problema de fondo. Esto 
es muy cierto. El problema de fondo es la crisis de empresas. Por lo tanto, lleguemos a tiempo mientras la 
empresa todavía está vigente -esta es la ventaja que tiene este procedimiento-, seamos audaces con respecto a 
las posibilidades de su enajenación, pero dando las garantías a todos los involucrados. Tomemos a la empresa 
cuando todavía es un objeto vendible en el comercio de los hombres y no cuando está deteriorada y apenas 
alcanza para repartir escasez entre los damnificados. Me parece que este es el mérito más importante que 
tiene este proyecto de ley y, desde ese punto de vista, nosotros lo respaldamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de los integrantes de la Liga de Defensa Comercial. 
Reiteramos el pedido de cualquier material que entiendan necesario acercar a esta Comisión y nos 
mantendremos en contacto para seguir haciendo un intercambio de opiniones. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


